Sentencia del Tribunal Superior de Justicia País Vasco (Sala de lo Social, Sección Unica), de 17 septiembre 2002
Jurisdicción:Social
Recurso de Suplicación núm. 1537/2002. 
Ponente: Ilmo. Sr. D. Juan Carlos Iturri Gárate

DESEMPLEO: nivel contributivo: prestaciones: sanciones: competencias y facultades del INEM: extensión y límites: competencia atribuida a la Comunidad Autónoma del País Vasco: interpretación; VOTO PARTICULAR.

El TSJ desestima el recurso de suplicación interpuesto por el INEM frente a la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 7 de Bizkaia, de fecha 15-01-2002, en autos promovidos sobre desempleo.

Voto particular formulado por el magistrado Ilmo. Sr. D. ISIDORO ALVAREZ SACRISTAN. 



En la Villa de Bilbao, a 17 de Septiembre 2002.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del Pais Vasco, formada por los Iltmos. Sres. D. ISIDORO ALVAREZ SACRISTAN, Presidente en funciones, D. JUAN CARLOS ITURRI GARATE y Dª Mª DEL CARMEN PEREZ SIBON, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de suplicación interpuesto por INEM contra la sentencia del Jdo. de lo Social nº 7 (Bilbao) de fecha quince de Enero de dos mil dos, dictada en proceso sobre RDE, y entablado por Antonia frente a INEM. Es Ponente el Iltmo. Sr. Magistrado D./ña. JUAN CARLOS ITURRI GARATE, quien expresa el criterio de la Sala.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. La única instancia del proceso en curso se inició por demanda y terminó por sentencia, cuya relación de hechos probados es la siguiente: I.- "La actora es beneficiaria de una prestación por desempleo de fecha de inicio 11.5.00 base reguladora de 6.270 ptas/día y 600 días de duración.

II.- El 16-8-01 no acude a su correspondiente Oficina de Empleo a renovar la tarjeta de demanda de empleo.

III.- EL 22-8-01 se comunica Propuesta de Suspensión de la prestación durante un mes (16-8-01 al 15-9-01) por no renovación de la demanda. El 12-9-01 se dicta resolución confirmando dicha comunicación.

IV.- Contra la citada resolución interpone Reclamación Previa de 9-10-01, que es desestimada por resolución de 11-10-01.

SEGUNDO La parte dispositiva de la Sentencia de instancia dice: "Estimando la demanda presentada por Antonia contra el INEM, declaro la nulidad de la resolución administrativa de fecha 12-9-01, dejando sin efecto la sanción impuesta, condenando al INEM a estar y pasar por dicha declaración y al abono de la prestación dejada de percibir por su cumplimiento".

TERCERO Frente a dicha resolución se interpuso el recurso de Suplicación, que fue impugnado.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El Instituto Nacional de Empleo reconoció a la demandante prestación por desempleo desde el 11 de mayo de 1998, en la modalidad contributiva. El 12 de septiembre de dos mil uno, previo trámite de alegaciones, le impuso una sanción de suspensión de esa prestación por un mes, a cumplir desde el día 16 de agosto de ese año, basada en que no había renovado su demanda de empleo en esa fecha. Tras agotar la vía previa sin éxito, la demandante plantea la demanda rectora de autos, impugnando dicha sanción, que el Juzgado de lo Social número 7 de Bizkaia ha estimado, en sentencia de 15 de enero pasado, declarando nula aquella resolución y condenando al INEM a abonar la prestación dejada de percibir en su cumplimiento, sustentando dicha decisión en que ese Instituto no tenía competencias para sancionar tal conducta, correspondiendo a nuestra Comunidad Autónoma esa potestad, de conformidad con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su sentencia 195/1996, de 28 de noviembre (RTC 1996, 195), y dado lo decidido por esta Sala en casos similares. Pronunciamiento que el INEM recurre en suplicación, ante esta Sala, por considerar que no se ajusta a derecho, infringiendo lo dispuesto en el artículo 17.1,a, 47.5 y 48.4 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136), por el que se aprueba la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, en relación con el artículo 62-1-b) de la Ley 30/1992, de 22 de noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), artículo 5-1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635) y sentencias del Tribunal Constitucional 25/1983, de 7 de abril (RTC 1983, 25), y 124/1989, de 7 de julio (RTC 1989, 124). Argumenta, en esencia, que si bien la competencia es de la Comunidad Autónoma, puede seguir ejercitándola el Estado, dado que, como aquí ocurre, no se ha producido la transferencia de medios materiales y personales, que constituye condición necesaria para su ejercicio.

SEGUNDO. El Tribunal Constitucional, en su sentencia 195/1996 (RTC 1996, 195), declaró contrario al orden constitucional de competencias el artículo 46-4 de la Ley 8/1988, de 7 de abril (RCL 1988, 780), en cuanto desconoce las de ejecución que tiene la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de seguridad social, respecto a la potestad para sancionar determinadas infracciones cometidas por los trabajadores tipificadas en la Ley 8/1988, ya que dicha potestad correspondía a nuestra Comunidad Autónoma. Entre las infracciones reseñadas se incluían las previstas en el artículo 30-1 de dicha Ley, y si bien es cierto que el recurso de inconstitucionalidad que resuelve se planteó frente al texto inicial de esa norma (en el que no se incluía como infracción la falta de renovación de la demanda de empleo), la sentencia se dictó vigente ya la nueva redacción dada por el artículo 41 de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre (RCL 1993, 3600) (que introdujo esa infracción dentro de las previstas en el artículo 30-1), y tras analizar si con ello quedaba sin objeto su impugnación, llegando a la conclusión de que no era así, puesto que no cambiaba la naturaleza esencial de la regla, a efectos de la decisión que se pedía. Concretamente, según el Tribunal, el elemento decisivo para la distribución de competencias entre el Estado y nuestra Comunidad Autónoma radica en que la conducta tipificada como infracción incida en el régimen económico de la seguridad social. Incidencia que no concurre en el caso de la no renovación de la demanda de empleo y determina que corresponda a la Comunidad Autónoma la sanción de esa concreta infracción. Regla mantenida en la nueva redacción del artículo 30 efectuada por el artículo 35-17 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre (RCL 1998, 3063 y RCL 1999, 1204).

En contra de lo que dicha Entidad gestora sostiene, no es exacto que las sentencias 25/1983 (RTC 1983, 25) y 124/1989 (RTC 1989, 124) del Tribunal Constitucional hayan resuelto que, en los casos en que siendo competente una Comunidad Autónoma y no se la hayan transferido los medios materiales y personales correspondientes, resulte constitucionalmente lícito que la competencia se ejercite por el Estado. Concretamente, la primera de ellas afirma esa licitud, pero sólo cuando, según la naturaleza de la competencia, la transferencia de medios sea necesaria para poder ejercitarla, mientras que la sentencia 124/1989 se encarga de recordar que la no asunción de los servicios inherentes a una competencia no es condición que obste a la asunción de su titularidad por la Comunidad Autónoma.

Argumento ya analizado por esta Sala en sentencia de 5 de junio de 2001 (recurso 945/01 [AS 2002, 856]), en la que confirmamos, por igual causa, la nulidad de la sanción impuesta por el INEM a otro beneficiario de prestación que no renovó su demanda de empleo. Decíamos entonces que nuestra Comunidad Autónoma ya dispone de una Administración dotada de servicios propios que pueden ejercer esa potestad sancionadora, siendo bien significativo que, de hecho, la ejerza cuando se imputan incumplimientos en materia de legislación laboral.

Estos criterios ya han sido expuestos por esta Sala en otros litigios en los que se impugnaban sanciones impuestas por el INEM a beneficiarios de prestaciones por otras conductas que se estimaban constitutivas de infracción (sentencias de 5 de mayo y 17 de noviembre de 1998 [AS 1998, 7223], 22 de junio de 1999 y 6 de julio [JUR 2001, 307841] y 2 [JUR 2002, 79686] y 9 de octubre de 2001 [JUR 2002, 79949], recursos 555/98, 2281/98, 920/99, 1191/01, 1.774/01 y 1665/01).

TERCERO. En el particularismo del caso de autos, las fechas de la conducta imputada y la de la sanción impuesta determinan que ha se haya de aplicar al caso la nueva normativa, que entró en vigor el 1 de enero de 2001, aprobada por Real Decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136).

Entendemos que con el nuevo Texto hemos de mantener la misma solución que en los casos sometidos al imperio de la normativa previa, expuesta en el fundamento anterior, como ya hemos expuesto en diversas ocasiones, entre ellas, en las sentencias de fecha 18 (JUR 2003, 104128) y 10 de junio y 12 de febrero de este año (AS 2002, 1085), recursos 1.061/02, 1.059/02 y 155/02. Consideramos que en materia competencial se ha de recordar cuál era el contenido de la norma y la interpretación del Tribunal Constitucional ya expuesta y examinado el nuevo texto concluir con que no cambia la panorámica normativa. Ello porque tampoco el nuevo Texto olvida las competencias atribuidas a las comunidades autónomas en materia de ejecución de la legislación laboral, artículo 48.5 (antiguo artículo 47.3 de la normativa previa), debiendo interpretarse, no de forma aislada el artículo 48.4, cuál parece pretenderse en el recurso, sino relacionado con el artículo 48.5 indicado (como hizo en su día con la normativa previa el Tribunal Constitucional), manteniéndose, pues, la misma situación que anteriormente existía. El ánimo clarificador que se señala en la Exposición de Motivos no puede servir de argumento para entender que el mismo signifique que se atribuye al INEM la competencia, pues eso no se señala en tal Exposición de Motivos y de otro lado, no puede olvidarse el carácter delegado de aquella actuación legislativa del Gobierno, sin que, por tanto, pudiera modificar lo ya previamente legalmente previsto (artículo 82 de la Constitución [RCL 1978, 2836] y concordantes) ni entendemos que ése sea el sentido de la aludida normativa, conforme lo dicho en el párrafo previo.

El recurso, por cuanto se ha expuesto, no puede acogerse.

CUARTO El INEM dispone del beneficio de justicia gratuita, dada su condición de Entidad Gestora de las prestaciones de desempleo (artículo 226 LGSS [RCL 1994, 1825] y artículo 2,d de la Ley 1/1996, de 10 de enero [RCL 1996, 89]), sin que su recurso sea temerario, lo que impide imponerle el pago de las costas que ha causado, al no concurrir el supuesto previsto al efecto en el artículo 233-1 LPL (RCL 1995, 1144, 1563).

FALLAMOS
Que desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por la representación legal del Instituto Nacional de Empleo, contra la sentencia del Juzgado de lo Social número 7 de Bizkaia-Vizcaya, de fecha quince de enero de 2002, dictada en el proceso 655/01 seguido ante el mismo y en el que también es parte doña Antonia y en su consecuencia, confirmamos la misma. Cada parte deberá abonar las costas de este recurso que hayan sido causadas a su instancia.

Notifíquese esta sentencia a las partes y al Ministerio fiscal.

Una vez firme lo acordado, desvuélvanse las actuaciones al juzgado de lo social de origen para el oportuno cumplimiento.

Así por ésta nuestra Sentencia, definitivamente juzgado, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
PUBLICACION.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el Ilmo. Sr. Magistrado Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fe.
VOTO PARTICULAR

que formula el Ilmo. Sr. Magistrado D. ISIDORO ALVAREZ SACRISTAN, a la Sentencia dictada en el Recurso nº 1537/02, habiendo disentido de la mayoría, y anunciándolo en el momento de la votación y firma de la sentencia, al amparo del artículo 260 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635), en forma de la siguiente:

SENTENCIA
ANTECEDENTES DE HECHO
UNICO. Se dan por reproducidos los antecedentes de hecho de la sentencia dictada por esta Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, finalmente aprobada.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. La sentencia de la que discrepo, desestima el recurso y sigue el criterio de varias sentencia de esta Sala de 22 de junio de 1999 y 17 de noviembre de 1999 (Recursos 920/99 y 2281/98), por entender que el Tribunal Constitucional en la sentencia citada declaró inconstitucional el artículo 46.4 de la Ley 8/1988 de 7 de abril (RCL 1988, 780).

A lo que en realidad se refiere el artículo 30.1 de la Ley 8/1988 es a las infracciones y cuya potestad para sancionar las mismas, dice el TS, corresponde al País Vasco.

Antes de seguir adelante, convenía hacer un poco de historia sobre las circunstancias por la que pasaron la creación y transferencia de los distintos organismos de la Seguridad Social.

El artículo quinto del Real Decreto-Ley 36/1978 de 16 de noviembre (RCL 1978, 2506, 2632) crea una serie de organismos dependientes de la Seguridad Social y, entre ellos, el Instituto Nacional de Empleo. Con posterioridad se dicta la Ley 51/1980 de 8 de octubre (RCL 1980, 2296) Básica de Empleo que vino estando vigente hasta que se incorpora a la Ley General de Seguridad Social (RCL 1994, 1825) en su texto refundido en los artículos 203 y siguientes. En el artículo 226 de esta LGSS se dice paladinamente que "corresponde al Instituto Nacional de empleo, gestionar las funciones o servicios derivados de las prestaciones por desempleo y declarar el reconocimiento, suspensión y extinción de las prestaciones sin perjuicio de las atribuciones reconocidas a los órganos correspondientes de la Administración Laboral en materia de sanciones". Hay que recodar esta última parte del precepto para más adelante.

Por el RD 1458/1986 de 6 de junio (RCL 1986, 2324, 2740) se aprueba la estructura orgánica del INEM como organismo autónomo y ente gestor, y una de las misiones es la de "gestionar y controlar las prestaciones de desempleo" y "declarar el reconocimiento, suspensión, reanudación y extinción del derecho a las prestaciones por desempleo" y "exigir la devolución de las prestaciones percibidas....". Bien es cierto que hasta ahora no se habla de sanciones, y no se habla, porque se remite, como lo hace el artículo 226 de la LGSS, a la autoridad laboral o, lo que se diga en esta materia por las normas con rango de Ley sancionadora.

SEGUNDO. Por la Ley Orgánica 3/1979 de 18 de diciembre (RCL 1979, 3028) y (LPV 1980, 10) se aprueba el Estatuto de Autonomía del País Vasco en cuyo artículo 12 se transfiere a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación laboral. Con posterioridad se producen numerosos Reales Decretos por los que se transfieren diferentes entes y organismos de carácter laboral y de la Seguridad social, tales como INSALUD, INSERSO, Cooperativas, Seguridad e Higiene, etc. En la disposición transitoria de aquella Ley Orgánica se establecía que la Comisión Mixta establecerá normas para que se transfieran, también, los medios personales y materiales necesarios para el pleno ejercicio de las mismas, llevando a cabo las oportunas transferencias. A este respecto cabe señalar la distinción que hace la Sentencia del Tribunal Constitucional de 7 de abril de 1983 (RTC 1983, 25), en lo referente a la diferenciación entre "titularidad de competencias" y "traspaso de medios materiales y personales para su ejercicio". Hasta ahora, por tanto, por mucho que se diga en el artículo 18.2 del Estatuto de Autonomía que las competencias en materia de Seguridad Social corresponde el desarrollo legislativo y la ejecución de la Legislación Básica del Estado en materia de Seguridad Social, "salvo las normas que configuren el régimen económico de la misma", no hay ninguna norma que transfiera la ejecución de la legislación en materia de desempleo. Porque no hay que confundir la promoción del empleo, con la gestión, ni confundir la enseñanza profesional o el auxilio en la colocación con los entes gestores de la Seguridad Social y que, ahora, tiene rango de Ley, por lo que se dispone en el artículo 226 de la Ley General de la Seguridad Social (RCL 1994, 1825).

Las normas dictadas en la Comunidad Autónoma del País Vasco (recogidas en el tomo "Normativa de la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia social", Vitoria-Gasteiz 1998, editado por el Servicio Central de Publicaciones del Gobierno Vasco) que se contiene en el apartado III, son las transferencias de Servicios del Estado a la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia social, sin que exista alguna que se refiere a órganos de empleo transferidos desde el ámbito del Estado, ni que existan órganos que gestionen la política de empleo o las funciones del Instituto Nacional de Empleo. Sí existen normas sobre programas de empleo, formación profesional, etc. y que incluso aluden a la colaboración con el INEM, como consecuencia de la colaboración que se estableció en la Orden de 21 de Febrero de 1985 (RCL 1985, 442) por el que se fijaban las bases de colaboración del INEM con, entre otras Administraciones Públicas, las Comunidades Autónomas.

TERCERO. Por lo que respecta a la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma del País Vasco, hay que tener en cuenta el RD 79/1981 de 6 de julio (LPV 1981, 496) por el que se transfiere tal competencia sancionadora de las transferencias producidas antes del RD 1260/1981 de 8 de mayo (RCL 1981, 1456) y (LPV 1981, 496). En aquel RD se dispone la transferencia a la Comunidad Autónoma del País Vasco de "la facultad de imposición de sanciones previstas en el artículo 57 del Estatuto de los Trabajadores (RCL 1995, 997)". Este precepto se refería a las infracciones de los empresarios (y derogado por la Ley 8/1988 [RCL 1988, 780]). Por otra parte, el Decreto del Gobierno Vasco 80/1981 de 6 de julio (LPV 1981, 497) se adscriben al Departamento de Trabajo las competencias sancionadoras del orden social.

Así las cosas, se dicta la sentencia del Tribunal Constitucional -ya citada de 28 de Noviembre de 1996 (RTC 1996, 195)- en la que se declara paladinamente que "la potestad de sancionar las infracciones previstas en el artículo 30.1 y 2 (de la Ley 8/1988) corresponde al País Vasco"; y que los artículos 47 y 46.4 son contrarios al orden constitucional de competencias en cuanto desconocen las de ejecución que corresponden al País Vasco.

La cuestión es bastante clara al respecto. El artículo 30 de la Ley 8/1988 (por la redacción que existía a la fecha en que se interpuso el recurso de inconstitucionalidad el 15 de julio de 1988) se refería a las infracciones de los trabajadores en materia de desempleo y de formación profesional ocupacional, divididas en leves, graves y muy graves. El Tribunal Constitucional declara que la competencia de las sanciones leves y graves corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco, (puntos 1 y 2 del artículo 30), pero nada dice de las muy graves. En justa correspondencia, el Tribunal Constitucional declara no ajustada a la Constitución (RCL 1978, 2836) los artículos 47 y 46.4 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social. El primero se refiere (se refería) a la atribución de competencias sancionadoras y el segundo -en ese apartado 4- a que "la imposición de las sanciones por infracciones leves y graves (en materia de empleo y desempleo) corresponden a la entidad gestora". Razonando el TC que en otro caso "se crea un ámbito material (empleo y prestaciones por desempleo) que resultaría artificial y enormemente perturbador desde la perspectiva del reparto competencial". Por otro lado, el mismo TC razona que "las Comunidades Autónomas pueden establecer normas administrativas sancionadoras siempre que dispongan de competencia sobre la materia sustantiva de que se trate". Dicho esto, la conclusión es evidente: se admite que la competencia sancionadora en materia de empleo y desempleo (a los trabajadores, pues a los empresarios ya estaba transferido), siempre que tenga la Comunidad Autónoma del País Vasco a su cargo la gestión. Si el INEM no puede sancionar porque se lo prohíbe la sentencia del TC y el Gobierno Vasco (o su departamento de Trabajo) no puede hacerlo porque no tiene transferida la gestión, se produce un vacío que, como se dice en el recurso, quedarían sin sanción infracciones dentro de la competencia prestacional del INEM.

Como es sabido, en nuestro derecho no hay lagunas y, por tanto, habrá de llenarse tal situación mientras, o bien se transfiere la gestión o bien se colma con normas de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Desde esta perspectiva no tenemos otro camino que acudir a la interpretación a que se refiere el artículo 3 del Código Civil () (antecedentes legislativos), o al artículo 4 del mismo Código Civil (la analogía) o ambas a la vez.

La Ley 30/1992 de 26 de Noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246) incluye en su artículo primero a las Administraciones Públicas entre las que se encuentra -desde su creación- el Instituto Nacional de Empleo, por lo que, en caso de laguna, debe aplicarse a este organismo lo que se dispone en los artículos 134 al 138 de dicha Ley para la imposición de sanciones siguiendo los principios y garantías que esta Ley establece.

Por otro lado, hay que tener en cuenta la realidad de los antecedentes históricos y la legislación actual en dicha materia que viene a dictarse teniendo presente la doctrina del referido Tribunal. Así el artículo 47 de la Ley 8/1988 vino a reformarse por la redacción que se dió en el artículo 35.19 de la Ley 50/1998 de 30 de diciembre (RCL 1998, 3063 y RCL 1999, 1204) y cuyo apartado 4 dice: "el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del orden social, cuando corresponda a la Administración de las Comunidades Autónomas con competencia en materia de ejecución de la legislación del orden social, se ejercerá por los órganos y con los límites de distribución que determine cada Comunidad Autónoma". Esta redacción pasa al artículo 58.5 del Real Decreto Legislativo 5/2000 de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136).

Precisamente para dar cumplimiento a la sentencia 195/1996 de 28 de Noviembre del Tribunal Constitucional (como se dice en la exposición de motivos) se aprueba por el RD 928/1998 de 14 de mayo [RCL 1998, 1373, 1552] el Reglamento para la imposición de sanciones del orden social. En este Reglamento, se transcribe en el punto 2 del artículo 4º, el número 3 del artículo 47 de la Ley 8/1988 reformada por la Ley 50/1998 reiterando que serán competentes las Comunidades Autónomas para sancionar, cuando tengan competencia en materia de ejecución de legislación laboral y de Seguridad social. No debemos de olvidar que en materia de empleo no hay transferencia ni, por tanto, competencia en ejecución.

CUARTO. Cabe concluir que -aunque entró en vigor el día 1 de enero de 2001- el RD Legislativo [con rango de Ley por lo que se dispone en el artículo 82.1 de la Constitución Española] 5/2000 de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136), viene a refundir la Ley sobre infracciones y sanciones del orden social (precisamente, también por el mandato de la sentencia del TC de 28 de noviembre de 1996 [RTC 1996, 195] "en aras del respeto y clarificación del orden constitucional de competencias y en beneficio de la seguridad jurídica, imprescindibles en materia sancionadora", como se dice en la exposición de motivos). En esta Ley se anuncia la posibilidad de que sea otro órgano el que adquiera la competencia sancionadora, pero tal imposición de sanción se llevará a efecto de acuerdo con el artículo 48.5 de la misma Ley, es decir, que corresponderá a las Comunidades Autónomas cuando se tenga competencia en la materia de ejecución de la legislación. Volvemos, por tanto, al principio, es competente el INEM en materia de sanción mientras no se colme la laguna de competencias o se dicten normas sobre la colaboración entre los organismos o "cooperación necesaria" a que se refiere el artículo 47.5 del actual Real Decreto Legislativo 5/2000 de 4 de agosto.

Por todo ello, entiende este Magistrado que debe estimarse el recurso interpuesto por el INEM y revocando la sentencia de instancia, desestimar la demanda y absolver al Instituto demandado de los pedimentos contenidos en la demanda.

FALLO
Que estimando el recurso de suplicación interpuesto por INEM, contra la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 7 de Vizcaya de fecha 15 de Enero de 2002, dictada en proceso sobre desempleo y entablado por Dª Antonia frente al recurrente, debo REVOCAR Y REVOCO la sentencia de instancia con desestimación de la demanda y absolución del Instituto demandado de los pedimentos contenidos en la demanda.

Así, por este mi Voto, lo pronuncio, mando y firmo.
PUBLICACION.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el Iltmo. Sr. Magistrado Ponente que la suscribe, junto con el voto particular del Iltmo. Sr. D. ISIDORO ALVAREZ SACRISTAN, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fe.

ADVERTENCIAS LEGALES
Contra esta sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que necesariamente deberá prepararse por escrito firmado por Letrado dirigido a esta Sala de lo Social y presentado dentro de los 10 días hábiles siguientes al de su notificación.

Además, si el recurrente hubiere sido condenado en la sentencia, deberá acompañar, al preparar el recurso, el justificante de haber ingresado en la cuenta de Depósitos y Consignaciones abierta en el BBV cta. número 4699-000-66-1.537/02 a nombre de esta Sala el importe de la condena, o bien aval bancario en el que expresamente se haga constar la responsabilidad solidaria del avalista. Si la condena consistiere en constituir el capital-coste de una pensión de Seguridad Social, el ingreso de éste habrá de hacerlo en la Tesorería General de la Seguridad Social y una vez se determine por éstos su importe, lo que se le comunicará por esta Sala.

El recurrente deberá acreditar mediante resguardo entregado en la secretaría de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo al tiempo de la personación, la consignación de un depósito de 50.000 pts. en la entidad de crédito B.B.V. c/c. 2410-000-66- 1.537/02 Madrid, Sala Social del Tribunal Supremo.

Están exceptuados de hacer todos estos ingresos las Entidades Públicas, quiénes ya tengan expresamente reconocido el beneficio de justicia gratuita o litigasen en razón a su condición de trabajador o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social (o como sucesores suyos), aunque si la recurrente fuese una Entidad Gestora y hubiese sido condenada al abono de una prestación de Seguridad Social de pago periódico, al anunciar el recurso deberá acompañar certificación acreditativa de que comienza el abono de la misma y que lo proseguirá puntualmente mientras dure su tramitación.

